
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 
Medellín, quince (15) de febrero de dos mil veintidós (2.022) 
 
RADICADO: 05001 31 03 011 2015 01402 01 
MAGISTRADO: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso: Ejecutivo a continuación del 05001 31 03 011 2011 00095 03 
Asunto: Apelación de auto.  
Auto: 016. 
Demandante: EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN. 
Demandado: SELDA LTDA.. 
Extracto: El artículo 317 del C. G. del P. autoriza que “Cualquier actuación, 

de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá 
los términos previstos en este artículo.”, por ende, si la actuación 
de parte se hace antes de proferirse la providencia que decide el 

desistimiento tácito, la misma resulta útil para enervarlo. Revoca.  
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se resuelve el recurso de apelación formulado por la parte actora, 

contra el auto calendado el veintinueve (29) de julio de dos mil veintiuno 

(2.021), proferido por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS de Medellín; previos: 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El actual proceso ejecutivo deviene de la ejecución que presentara 

EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLÍN en contra de SELDA LTDA., 

donde el principal título objeto de recaudo fue la providencia del 23 de 

abril de 2015 dimanada de esta misma Sala de Decisión, en virtud de 

la cual se condenó a esta pagarle a aquella intereses de mora 
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comerciales mensuales en el periodo comprendido entre el 17 de mayo 

de 2011 al 28 de enero de 2014, calculados sobre $197’216.816,oo.  

 

Valga anotar que en este trámite conexo, también se demandó por las 

costas procesales en su modalidad de agencias en derecho, que se 

hubieran impuesto en las sentencias en que salió avante EMPRESAS 

PÚBLICAS DE MEDELLÍN. En los diferentes ítems, se deprecó por los 

intereses moratorios.  

 

En auto del 3 de noviembre de 2015 se profirió el mandamiento de 

pago solicitado, y surtido el trámite procesal en decisión del 5 de 

septiembre de 2016 se dispuso seguir adelante la ejecución, según la 

orden ejecutiva atrás mencionada.  

 

El 27 de mayo de 2.021 la demandada solicitó decretar el desistimiento 

tácito, argumentando que el proceso está inactivo desde el 25 de 

octubre de 2.018, por lo que se cumplen las exigencias del artículo 317 

del C. G. del P., a lo que el a quo en el auto recurrido accedió a tal 

pedido, decretando la terminación del proceso y el consecuente 

levantamiento de las medidas cautelares. 

 

Frente a esa decisión la parte actora presentó recurso de apelación, 

aduciendo que el 22 de julio de 2.019 hubo un depósito judicial, lo que 

configuró la interrupción de términos que trata el literal “C” numeral 2° 

del artículo 317 ídem, de lo que debe tener conocimiento el Juzgado, 

deprecando revocar lo decidido y continuar con el trámite1. 

 

En el correspondiente traslado la demandada iteró que el pleito estuvo 

estático más de dos (2) años, por lo que lo argüido por la recurrente no 

constituye un recurso sino un “comentario pasajero”, pues en todo 

                                                 
1 Expediente digital, archivo denominado “3. RAD 011-2015-1402 CUADERNO 

PRINCIPAL”, folios 174 y 193-194. 
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caso, no hay actuación procesal que interrumpa el término del 

desistimiento, pidiendo confirmar la decisión atacada2. El a quo 

concedió la apelación. 

 

Previo a decidir, esta Corporación mediante auto del 17 de enero de 

2.022 decretó prueba en los términos de los artículos 169 y 170 del C. 

G. del P., ordenándose al Despacho de primera instancia enviar la 

relación de los depósitos judiciales consignados para este proceso. 

 

En respuesta a lo anterior se indicó que en cuanto a títulos judiciales 

se constató “… que NO existen depósitos judiciales consignados para 

el proceso solicitado…”, de lo que corridos el traslado del caso, la 

ejecutada, única en pronunciarse, insistió en que no existe actuación 

procesal interruptora, solicitando mantener el auto recurrido. 

 

Así las cosas, como se trata de un auto apelable según lo normado por 

el literal “e” del numeral 2° del artículo 317 procesal civil, se procede a 

resolver la alzada tal como lo prevé el artículo 326 ibidem; previas: 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

El recurso de apelación busca que el Superior estudie el asunto 

decidido en primera instancia, con el fin de revocarlo o reformarlo, 

sentido en el cual se dirigirá el siguiente análisis, ello dentro del 

principio de la limitación que impone el artículo 328 del C. G. del P.. 

 

El artículo 317 procesal civil, deja en claro los eventos en los cuales 

procede la figura del desistimiento tácito, dependiendo de la etapa en 

la que se encuentre el trámite procesal. Tales circunstancias son: 

                                                 
2 Folios 201-203 y 205-207 ídem. 
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1. Cuando estando pendiente una actuación a cargo de la parte y 

se le requiere para que la realice en el término de treinta (30) días 

(numeral 1°). 

2.  En el evento que permanezca inactivo por un año en la 

secretaría, sin necesidad de requerimiento previo (numeral 2°); y  

3. Si el proceso cuenta con sentencia o auto que ordena seguir 

adelante la ejecución, el plazo previsto en el numeral 2° será de 

dos (2) años (literal B numeral 2°). Ello sin requerimiento previo. 

 

En el caso en estudio el sustento a la decisión atacada, es el tercer 

supuesto, es decir, la orden seguir adelante la ejecución (del 5 de 

septiembre de 2.016) y la endilgada inactividad procesal de dos (2) 

años después de tal providencia. 

 

Frente a lo anterior la recurrente aduce que el 22 de julio de 2.019, 

hubo un depósito judicial que interrumpió tal término, lo que se adecúa 

a lo previsto en el literal “C” del numeral 2° del artículo 317. 

 

Ante prueba de oficio dispuesta por esta Corporación, el a quo informó 

que según la Oficina de Ejecución que le presta apoyo, no existen 

depósitos judiciales para el asunto, entonces, ¿a qué depósito hace 

referencia la demandante?  

 

Al revisar la relación de depósitos judiciales arrimada por el Juzgado 

de Ejecución, se evidencia la consignación por valor de $10.013.oo en 

la fecha aducida por la actora; sin embargo, esta no fue para la 

autoridad judicial que actualmente tramita el asunto, sino para el 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD de Medellín, 

lo que de hecho se confirma en la respuesta a la prueba de oficio, en 

donde también se dijo que: 
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“Por último, la Oficina de Ejecución verificó por la plataforma del 
BANCO AGRARIO y observó que aún existen depósitos judiciales 
por hacer conversión por el Juzgado 11 Civil del Circuito de 
Medellín a favor del proceso solicitado por la suma de $ 
12.923.901,14. (F.4).” 

 

Significa entonces que sí hubo un depósito judicial, por lo que es 

necesario analizar en detalle el literal “C” del numeral 2° del artículo 

317 procesal, el cual en sus partes pertinentes, dice: 

 

“2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en 
cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del 
despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación 
durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, 
contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la 
última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se 
decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de 
requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas 
o perjuicios a cargo de las partes. 
… 
“b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del 
demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el 
plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 
“c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de 
cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos en este 
artículo”. Subrayados intencionales.  

 

En primer lugar, la norma se refiere al interior del trámite procesal, 

donde si “no se solicita o realiza ninguna actuación”, supuesto que se 

deja a cargo de la parte ya que esta es la encargada de solicitar o 

pedir3, durante el lapso de tiempo previsto, dos años, la consecuencia 

jurídica será la declaratoria del desistimiento tácito.  

                                                 
3 Aquí se encuentra contradicción con los artículos 8º y 42.1 del mismo C. G. del P., en 

cuanto a que como dicen los mismos, en su orden; “Los procesos solo podrán iniciarse a 

petición de parte, salvo los que la ley autoriza promover de oficio… Con excepción de los 

casos expresamente señalados en la ley, los jueces deben adelantar los procesos por sí 

mismos y son responsables de cualquier demora que ocurra en ellos si es ocasionada por 

negligencia suya.” y “Son deberes del juez: 1. Dirigir el proceso, velar por su rápida 

solución, presidir las audiencias, adoptar las medidas conducentes para impedir la 

paralización y dilación del proceso y procurar la mayor economía procesal.”; sin embargo, 

no ponemos en duda la aplicabilidad del artículo 317 ídem, pues incluso ha sido objeto de 

juicio de constitucionalidad (sentencia C 553 de 2016). Valga anotar que cuando es 

menester el derecho de postulación, las solicitudes se presentan a través de abogado, tal 
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En esos términos, el haberse recibido una consignación de un tercero 

pero para otro trámite, de la que ni siquiera se hizo el intento de 

conversión al asunto que nos ocupa, no puede ser considerado como 

“actuación” de parte (artículo 54 C. G. del P.), pues para que algo se 

tenga como tal, ha de ser propio, pues precisamente la norma indica y 

sin ánimo de ser redundantes, que se requiere “actuación, de oficio o 

a petición de parte”, para los efectos de interrupción.  

 

Entonces, el hecho que existiera una consignación en los términos 

referidos, no constituye impuso procesal, pues en el estadio en el que 

nos encontramos, se pudo aportar actualización del crédito, pedir otras 

cautelas, deprecar se identifiquen y ubiquen bienes del ejecutado, 

conversión de títulos del juzgado que originalmente conoció el proceso 

al de Ejecución, sin que nada de eso se hiciera, por lo que resulta 

pertinente hacer cita de precedente jurisprudencial dimanado de la 

Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, que indicó:  

 

“Entonces, dado que el desistimiento tácito consagrado en el artículo 317 del 
Código General del Proceso busca solucionar la parálisis de los procesos 
para el adecuado funcionamiento de la administración de justicia, la 
‘actuación’ que conforme al literal c) de dicho precepto ‘interrumpe’ los 
términos para se ‘decrete su terminación anticipada’, es aquella que lo 
conduzca a ‘definir la controversia’ o a poner en marcha los ‘procedimientos’ 
necesarios para la satisfacción de las prerrogativas que a través de ella se 
pretenden hacer valer. 
 
“En suma, la ‘actuación’ debe ser apta y apropiada para ‘impulsar el proceso’ 
hacia su finalidad …”. (Sic). STC11191-2.020, citada en STC12202-2.021. 

 

Sobre la actuación “apta y apropiada” y ya en un asunto ejecutivo, la 

misma alta Corporación, dijo: 

 

“… tratándose de “un coercitivo con «sentencia o auto que ordena seguir 
adelante la ejecución», son aquellos encaminados a “satisfacer la obligación 

                                                 

como se deriva del inciso 1º del  artículo 77 del C. G. del P., visto en armonía con el numeral 

10º del artículo 28 de la ley 1123 de 2007. 
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cobrada”, pues solo así se evitará la parálisis procesal y la congestión judicial 
que esa herramienta pretende conjurar (STC11191-2020). (…) 

 
“Por otra parte, cuando existe auto o sentencia que ordena seguir adelante la 
ejecución y la única medida cautelar practicada es un embargo de 
remanentes, no es cierto que el libelista se quede sin la posibilidad de cumplir 
actos idóneos para el fin que persigue, esto es, satisfacer su acreencia, o que 
estos se reduzcan a la liquidación del crédito o su actualización, pues puede 
pedir otras cautelas e incluso solicitar al sentenciador, que conforme al 
numeral 4° del artículo 43 del Código General del Proceso, identifique y 
ubique bienes del ejecutado. También puede reclamar al juez de 
conocimiento que requiera al otro servidor para que lo mantenga al tanto del 
estado de los bienes embargados, y, en general, adopte las medidas dirigidas 
a que la cautela tenga buen suceso.” STC6380-2.021 

 

Como conclusión parcial, la consignación de recursos que hubiera 

hecho un tercero, en un trámite diferente al que nos ocupa, no puede 

ser considerado como el evento interruptor para el desistimiento tácito 

previsto en el literal “C” del numeral 2° del artículo 317 del C. G. del P., 

pues lo que se requiere es un acto de parte, como se indicó en los 

anteriores precedentes.  

 

No obstante lo expuesto hasta el momento, ¿qué lectura debe dársele 

al memorial de la parte demandante calendado el 15 de junio de 2021 

en el que solicita impulso del proceso informando el cambio de razón 

social de la demandada, al paso que se designa nueva apoderada de 

la ejecutante y se solicita que se le reconozca personería para actuar? 

 

Para comenzar a desentrañar lo anterior y evaluar sus efectos ante 

este proceso, recordemos las siguientes fechas y situaciones 

procesales:  

 

1. 25 de octubre de 2018, se profiere auto que rechaza la objeción 

a la liquidación del crédito, a su vez que reconoce personería al 

apoderado del demandado, y acepta renuncia de la abogada de 

la ejecutante.  

2. 27 de mayo de 2021, el demandado solicita aplicar la figura del 

desistimiento tácito. 
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3. 15 de junio de 2021, la ejecutante solicita impulso del proceso 

informando cambio de razón social de la demandada, al paso que 

se le designa como nueva apoderada. 

4. 29 de julio de 2.021, se profiere el desistimiento tácito que nos 

ocupa.  

 

A propósito de la última providencia, en ella se accede a la abdicación 

tácita deprecada, considerando que “… la solicitud de desistimiento fue 

elevada primero en el tiempo.”. Esta afirmación, lleva a la Sala a 

presentar el siguiente interrogante; ¿la solicitud de la actora del 15 de 

junio de 2021 resulta intrascendente para interrumpir los términos de 

cara a la aplicación del desistimiento tácito? 

 

Para responder lo anterior, la Sala considera falaz en relación al caso 

que nos ocupa, el argumento derivado del aforismo jurídico consistente 

en “primero en el tiempo, mejor en el derecho” (prior in tempore, potior 

in iure), cuando estamos ante una situación que solamente es de 

expectativas y que ha de requerir pronunciamiento judicial. En ello no 

se habla de ningún derecho adquirido, pues se está frente a la mera 

solicitud en ejercicio de una obligación de medio a cargo del profesional 

que la realiza.   

 

Es más, la aplicación de lo previsto en el literal “b” del numeral 2º del 

artículo 317 procesal civil, no requiere solicitud alguna (aunque puede 

pedirse por el interesado), procediendo de oficio no solo porque el 

mismo artículo lo diga, sino, ahí si, dentro de una aplicación armónica 

de los artículos 8º y 42.1 del mismo ordenamiento. 

 

No obstante, sin que se haya proferido decisión judicial sobre el 

particular, no puede considerarse que se presentó tal desistimiento 

inferido, por las razones que seguidamente se exponen:  
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1. El desistimiento tácito requiere pronunciamiento judicial, pues 

como dice el artículo 317 en su parte pertinente, “se decretará la 

terminación”.  

2. En atención al artículo 302 procesal civil, para que una decisión 

de tal talante quede en firme, requiere la notificación que 

corresponda, y luego sí superado lo previsto en el inciso 1º de tal 

artículo, viene su ejecutoria.  

3. Antes de proferirse la decisión judicial, es factible que se 

presente por parte del interesado el correspondiente acto de 

impulsión, pues ninguna norma se lo prohíbe.  

4. Si bien es cierto el proceso implica una serie de actos sucesivos, 

también lo es que no se trata de quien primero alega o pone de 

presente una situación es merecedor de los efectos jurídicos 

correspondientes4, pues el objetivo del proceso es “la efectividad 

de los derechos reconocidos por la ley sustancial”, tal como lo 

enuncia el artículo 11 del C. G. del P..  

 

Entonces, hasta que no se tenga una decisión judicial que resuelva de 

fondo, de cara a la institución del desistimiento tácito resulta admisible 

aplicar lo previsto en el literal “c” del numeral 2º del artículo 317 del C. 

G. del P., regla esta que indica: “Cualquier actuación, de oficio o a 

petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos 

previstos en este artículo”; lo cual implica que la actuación procesal, 

independientemente de su naturaleza, puede presentarse antes de la 

correspondiente providencia, así la contraparte hubiera peticionado la 

aplicación de la mencionada figura. 

 

En ese sentido cuando una de las partes presenta solicitud para que se 

decrete el desistimiento tácito, ello de por sí no cierra el paso a la 

                                                 
4 La RAE en el Diccionario de la Lengua Española, para el particular utiliza la expresión 

“ganar a alguien por la mano”, entendida esta como; “Anticipársele en hacer o lograr 

algo”.  
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contraparte, pues precisamente al requerirse pronunciamiento 

jurisdiccional, y sin que este se haya, dado resulta factible y de recibo 

aceptar “cualquier actuación” de cara a interrumpir los términos 

previstos en el artículo de marras, argumento con el cual se revocará la 

decisión apelada. 

 

Sin costas dada la prosperidad del recurso, de conformidad con lo 

previsto en el artículo 365 del C. G. del P.. 

 

Por lo expuesto, la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Medellín;  

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto calendado el veintinueve (29) de julio 

de dos mil veintiuno (2.021), proferido por el JUZGADO 

PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE EJECUCIÓN DE 

SENTENCIAS de Medellín, según lo motivado. 

 

SEGUNDO: SIN CONDENA en COSTAS. Ejecutoriada la presente 

providencia, vuelva el expediente al Despacho de origen. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


